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local por el que se resolvía el recurso de reposición,
«declarando la nulidad de pleno derecho de las liqui-
daciones giradas por el Ilustre Ayuntamiento de Santurce
a «Inmobiliaria Recalde, S.A.» en concepto de Impuesto
sobre el Incremento del Valor de los Terrenos».

En definitiva, no se ha producido en vía judicial alte-
ración alguna de los hechos que dieron lugar al recurso
administrativo precedente o de la pretensión o resultado
que la litigante desea obtener; tampoco de los actos
administrativos impugnados, que delimitan el objeto del
proceso. Lo que indudablemente sí ha tenido lugar en
el curso del proceso contencioso-administrativo es la
ampliación o desarrollo del razonamiento en el que se
fundamenta la petición de anulación de las liquidaciones
tributarias con una nueva alegación o argumentación
jurídica: la no sujeción de los expedientes de dominio
al IIVT. Pero, como señalamos en la STC 98/1992, de
22 de junio (FJ 3), la posibilidad de apoyar la pretensión
en motivos distintos de los utilizados en la vía admi-
nistrativa es algo que autoriza expresamente la literalidad
del art. 69.1 LJCA, que paradójicamente se cita para
llegar a la conclusión contraria, precepto en virtud del
cual en «los escritos de demanda y contestación se con-
signarán con la debida separación los hechos, los fun-
damentos de Derecho y las pretensiones que se deduz-
can, en justificación de las cuales podrán alegarse cuan-
tos motivos procedan, aunque no se hubieran expuesto
en el previo recurso de reposición o con anterioridad
a éste».

5. El órgano judicial estima que la interpretación
del art. 69.1 LJCA que le ha llevado a no resolver la
cuestión de la no sujeción de los expedientes de dominio
al IIVT deriva de la «naturaleza esencialmente revisora»
que tiene la jurisdicción contencioso-administrativa,
carácter revisor «que impide que puedan plantearse
cuestiones no suscitadas antes en vía administrativa».
Como ya hemos señalado en otras ocasiones, no corres-
ponde a este Tribunal Constitucional «terciar en la polé-
mica mantenida a través de tanto tiempo sobre el carác-
ter revisor de la jurisdicción contencioso-administrativa
ni sus límites, en la que se han enfrentado y aún se
enfrentan la concepción rígidamente formalista proce-
dente de la influencia del Derecho francés y la flexible
que intentó instaurar la Constitución de 1812 y acogió
la Ley de 1845, pero sí es obligación ineludible de este
Tribunal rechazar toda aplicación de las leyes que con-
duzca a negar el derecho a la tutela judicial» con que-
branto del principio pro actione (STC 98/1992, de 22
de junio, FJ 3; en el mismo sentido, ATC 765/1984,
de 5 de diciembre, FJ 3). Y esto es precisamente lo
que ha sucedido en este caso, en el que el Tribunal
Superior de Justicia del País Vasco, con fundamento
en una concepción del carácter revisor de la jurisdicción
contencioso-administrativa extremadamente rígida y ale-
jada de la que se deduce de la propia Ley, ha eliminado
injustificadamente el derecho constitucional de la actora
a que un órgano judicial conozca y resuelva en Derecho
sobre la pretensión a él sometida.

Debemos concluir, por tanto, que la decisión del Tri-
bunal Superior de Justicia del País Vasco de apartar del
proceso contencioso-administrativo la cuestión de la no
sujeción al Impuesto sobre el Incremento del Valor de
los Terrenos de los expedientes de dominio, planteada
por «Inmobiliaria Recalde, S.A.», en la demanda del recur-
so núm. 3103/89 en relación con la liquidación núm.
816/89, no es conforme con el derecho a la tutela judi-
cial reconocido por el art. 24.1 CE, por cuanto dicha
resolución judicial incurre claramente en una interpre-
tación extremadamente rígida del art. 69.1 LJCA (1956).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por «Inmobiliaria Recal-
de, S.A.» y, en consecuencia:

1.o Reconocer su derecho a la tutela judicial efec-
tiva.

2.o Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia del País Vasco de 3 de mayo de 1996, úni-
camente en lo que se refiere a la liquidación núm.
816/89 del recurso contencioso-administrativo núm.
3103/93, en cuanto denegó la resolución de fondo
sobre la cuestión de la no sujeción de los expedientes
de dominio al Impuesto sobre el Incremento del Valor
de los Terrenos.

3.o Restablecer a la entidad recurrente en la inte-
gridad de su derecho, retrotrayendo las actuaciones judi-
ciales al momento de dictarse Sentencia respecto de
la liquidación núm. 816/89 del recurso núm. 3103/93,
a fin de que se dicte una nueva en la que se contenga
pronunciamiento de fondo sobre dicha cuestión.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cinco de julio de dos mil uno.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabre-
ra.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fer-
nando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Fir-
mado y rubricado.

14546 Sala Primera. Sentencia 161/2001, de 5 de
julio de 2001. Recurso de amparo 3314/98.
Promovido por don José Luis Ortega Serrano
frente a la Sentencia de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Andalucía que anuló parcial-
mente un Acuerdo de la Diputación Provincial
de Granada sobre organigrama y catálogo de
puestos de trabajo.
Supuesta vulneración del derecho a la tutela
judicial sin indefensión: emplazamiento edic-
tal de un empleado público destinado en una
plaza litigiosa que no causa indefensión (STC
300/2000).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3314/98, promovido
por don José Luis Ortega Serrano, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña María Dolores Girón
Arjonilla y asistido por el Abogado don Fernando Belbel
Bullejos, contra la Sentencia dictada el 27 de octubre
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de 1997 por la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (sede de
Granada) en el recurso contencioso-administrativo núm.
3604/97 y que anuló parcialmente el Acuerdo del Pleno
de la Diputación Provincial de Granada de 15 de julio
de 1994, por el que se procedió a la modificación del
organigrama y a la aprobación del catálogo de puestos
de trabajo de la referida Corporación. El recurso de ampa-
ro se extiende también al Acuerdo del Pleno de la Dipu-
tación Provincial de Granada de 17 de abril de 1998
por el que —en ejecución de dicha Sentencia— se acordó
el cese del demandante en la plaza que venía ocupando
y su adscripción a otro puesto de nueva creación. Han
intervenido el Ministerio Fiscal y la Letrada de la Dipu-
tación Provincial de Granada, doña María del Pilar García
Ruiz. Ha sido Ponente el Magistrado don Fernando Garri-
do Falla, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 17 de julio de 1998, la Procuradora de los Tribunales
doña María Dolores Girón Arjonilla, en nombre y repre-
sentación de don José Luis Ortega Serrano, formuló
demanda de amparo frente a la Sentencia y la resolución
administrativa reseñadas en el encabezamiento, con
expresa solicitud de suspensión cautelar.

2. Los hechos de que trae causa la demanda de
amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) El recurrente en amparo ocupaba una plaza de
Oficial Letrado del Servicio Provincial de Asistencia a
Municipios de la Diputación Provincial de Granada, en
régimen laboral. Un funcionario de la Diputación Pro-
vincial de Granada interpuso recurso contencioso-admi-
nistrativo ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (sede de
Granada) contra la desestimación presunta por silencio
del recurso administrativo presentado frente al Acuerdo
del Pleno de la Diputación Provincial de Granada de 15
de julio de 1994, por el que se procedió a la modificación
del organigrama y a la aprobación del catálogo de pues-
tos de trabajo de la referida Corporación. En el recurso
contencioso-administrativo, sustanciado con el núm.
3604/94, no se emplazó personalmente al solicitante
de amparo, pese a que ocupaba uno de los puestos
de trabajo afectados por la impugnación, concretamente
una de las dos plazas de Oficial Letrado del Servicio
Provincial de Asistencia a Municipios, en régimen laboral,
existentes en el catálogo.

b) Por Sentencia dictada el 27 de octubre de 1997,
la Sala estimó en parte el recurso contencioso-adminis-
trativo núm. 3604/94, anulando los actos impugnados
en el particular relativo a la catalogación de los puestos
de trabajo que en la misma se señalan. Entre ellos, los
dos puestos de Oficial Letrado del Servicio Provincial
de Asistencia a Municipios, en régimen laboral, que la
Sala entiende que han de quedar reservados a funcio-
narios de la Diputación con titulación de Licenciados
en Derecho.

c) En ejecución de la citada Sentencia, el Acuerdo
del Pleno de la Diputación Provincial de Granada de 17
de abril de 1998 procedió a suprimir las dos plazas de
Oficial Letrado del Servicio Provincial de Asistencia a
Municipios, una de las cuales venía ocupando el hoy
recurrente, así como a crear dos plazas de Técnico Supe-
rior-Licenciado en Derecho, en régimen laboral. Como
consecuencia de ello, el recurrente ha sido cesado en
aquella plaza, pasando a ocupar una de las plazas de
nueva creación, sufriendo, al parecer, una reducción en
sus retribuciones.

3. Denuncia el demandante de amparo la lesión de
su derecho a la tutela judicial efectiva sin indefensión

(art. 24.1 CE) porque no ha sido emplazado personal-
mente en el proceso a quo en el que se ventilaba la
corrección del catálogo de puestos de trabajo en lo refe-
rente, entre otras, al puesto que aquél ocupaba, siendo,
por tanto, perfectamente identificable y localizable por
venir desempeñando las funciones inherentes a dicho
puesto en las dependencias de la Administración deman-
dada. Esa omisión de emplazamiento personal fue deter-
minante de indefensión material, al impedirle compa-
recer en el proceso, formular las alegaciones pertinentes
y utilizar los medios probatorios adecuados frente a las
pretensiones deducidas de contrario, amén de compor-
tar, dado el sentido del fallo recurrido, la irrogación de
unos perjuicios evidentes, como es su cese en el puesto
de trabajo que venía desempeñando, siendo adscrito a
un puesto de nueva creación de retribuciones inferiores.
Por ello solicita la nulidad de la Sentencia impugnada
y de la resolución administrativa dictada en ejecución
de la misma, ordenando la retroacción de las actuaciones
al momento procesal del emplazamiento en el recurso
contencioso-administrativo núm. 3604/97. Concluye el
escrito de demanda de amparo con la pretensión de
suspensión cautelar de las resoluciones impugnadas.

4. Por providencia de la Sección Segunda de 12
de noviembre de 1998 se declaró la inadmisión a trámite
del presente recurso de amparo por concurrir el motivo
comprendido en el art. 50.1.a, en relación con el 44.1.a
LOTC. Inadmisión fundada en la no interposición del inci-
dente de nulidad de actuaciones del art. 240.3 de la
Ley Orgánica del Poder Judicial (en la redacción dada
al mismo por la Ley Orgánica 5/1997), circunstancia
que conllevaba el incumplimiento del deber de agotar
todos los recursos utilizables dentro de la vía judicial.

5. Con fecha 27 de noviembre de 1998 el Ministerio
Fiscal interpuso recurso de súplica contra la mencionada
providencia, argumentando la improcedencia del inci-
dente de nulidad de actuaciones en el caso presente,
por cuanto, a tenor de lo dispuesto en la Disposición
transitoria primera de la Ley Orgánica 5/1997, de 4
de diciembre, el citado incidente sólo resulta de apli-
cación «a los procesos que hubiesen finalizado por reso-
lución o sentencia irrecurrible dentro del mes anterior
a la promulgación de la presente Ley», circunstancia que
no concurría en el supuesto enjuiciado, dado que la Sen-
tencia impugnada era de 27 de octubre de 1997, fecha
excluida, por tanto, del término de un mes previsto en
el indicado régimen transitorio.

6. La Sección Segunda acordó, mediante providen-
cia de 14 de diciembre de 1998, requerir atentamente
a la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Andalucía, con sede en Granada,
para que, en plazo de diez días, remitiese testimonio
de las actuaciones correspondientes al recurso núm.
3604/94, así como a la Diputación Provincial de Gra-
nada, a fin de que, en el mismo plazo, remitiese acre-
ditación de quiénes fueron emplazados en el referido
recurso. El testimonio requerido de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Andalucía, con sede en Granada, fue registrado en
este Tribunal el 25 de enero de 1999.

7. El recurso de súplica interpuesto por el Ministerio
Fiscal fue estimado por Auto de la Sección Primera de
este Tribunal de 14 de junio de 1999, admitiendo a
trámite la demanda de amparo y ordenando la apertura
de la oportuna pieza separada de suspensión. Asimismo
se acordó tener por recibido el testimonio de actuaciones
remitido por la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, con sede
en Granada —en cumplimiento de la providencia de la
Sección Segunda de este Tribunal de 14 de diciembre
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de 1998—, requiriéndola para que, de conformidad con
lo dispuesto en el art. 51 LOTC, emplazase a quienes
fueron parte en el recurso contencioso-administrativo
núm. 3604/94 para que si lo deseaban pudieran com-
parecer en este proceso de amparo en el plazo de diez
días.

8. La Sala Primera acordó, por Auto de 15 de julio
de 1999, desestimar la pretensión de suspensión cau-
telar de ejecución de la Sentencia y la resolución admi-
nistrativa impugnadas.

9. Por providencia de la Sala Primera, de 13 de sep-
tiembre de 1999, se acordó tener por personada y parte
en el presente recurso de amparo a la Letrada de la
Diputación Provincial de Granada, en la representación
que ostenta. En la misma providencia se acordó dar vista
de las actuaciones a las partes personadas y al Ministerio
Fiscal para que, en el plazo común de veinte días pudie-
ran presentar las alegaciones que considerasen opor-
tunas, conforme al art. 52.1 LOTC.

10. La Procuradora Sra. Girón Arjonilla, en repre-
sentación del demandante de amparo, presentó su escri-
to de alegaciones con fecha 8 de octubre de 1999,
reiterando lo expuesto en la demanda de amparo y resal-
tando que puede comprobarse con el examen de las
actuaciones que no obra emplazamiento alguno del
demandante de amparo.

11. La Diputación Provincial de Granada, represen-
tada por su Letrada doña María del Pilar García Ruiz,
formuló sus alegaciones en escrito que tuvo entrada en
este Tribunal el 14 de octubre de 1999. La Diputación
se opone al amparo solicitado con los argumentos que
seguidamente se resumen:

a) En primer lugar, la Diputación alega que el recurso
de amparo debe ser inadmitido por extemporáneo, al
haber sido presentado fuera del plazo de veinte días
que señala el art. 44.2 LOTC. En efecto, si bien el
recurrente afirma en su demanda de amparo haber teni-
do «noticia verbal» el día 3 de julio de 1998 de la Sen-
tencia de 27 de octubre de 1997 y del Acuerdo del
Pleno de la Diputación de 17 de abril de 1998 por lo
que se procede a la ejecución de aquélla, lo cierto es
que dicho Acuerdo fue publicado en el Boletín Oficial
de la Provincia de 17 de junio de 1998 (cuya copia
se acompaña), concediéndose en el mismo un plazo de
quince días para formular reclamaciones. Y sucede que
el recurrente presentó precisamente con fecha 3 de julio
de 1998, esto es, el penúltimo día de plazo, una recla-
mación contra ese acuerdo, solicitando que, en cum-
plimiento de la Sentencia, se reservasen a funcionarios
los puestos de Letrado del Servicio Provincial de Asis-
tencia a Municipios, adscribiendo transitoriamente a
esos puestos al personal laboral que los venía ocupando.
Como quiera que en su escrito de reclamación el
recurrente reconoce expresamente que la misma se pre-
senta «dentro del plazo establecido», ello significa tanto
como reconocer que se tuvo conocimiento de la exis-
tencia de la Sentencia y del Acuerdo de ejecución de
la misma desde la publicación de este Acuerdo en el
Boletín Oficial de la Provincia de 17 de junio de 1998.
En consecuencia, habiendo sido presentada la demanda
de amparo con fecha 17 de julio de 1998, es notorio
que la misma ha sido interpuesta fuera de plazo.

b) En segundo lugar, afirma la Diputación que la
demanda de amparo incurre en la causa de inadmisi-
bilidad del art. 44.1.a LOTC, esto es, la falta de ago-
tamiento de los recursos utilizables dentro de la vía judi-
cial. Ello es así por cuanto, conforme se acredita con
la documentación que se acompaña al escrito de ale-
gaciones de la Diputación, el recurrente en amparo ha

interpuesto con fecha 9 de julio de 1998 recurso con-
tencioso-administrativo contra el Acuerdo del Pleno de
17 de abril de 1998, dictado en ejecución de la Sentencia
de 27 de octubre de 1997; este recurso, tramitado con
el núm. 2623/98, fue ampliado posteriormente contra
el Acuerdo del Pleno de la Diputación de 18 de sep-
tiembre de 1998, por el que se desestimó la reclamación
formulada por el recurrente con fecha 3 de julio de 1998
contra el anterior Acuerdo de 17 de abril de 1998.

c) En cuanto al fondo del asunto se pone en duda
que el ahora recurrente en amparo desconociera la inter-
posición del recurso núm. 3604/94, dada la trascen-
dencia del mismo y su relevancia en una Administración
tan reducida como es la Diputación Provincial de Gra-
nada. Se precisa por esta parte alegante que, además
de la publicación de edictos en el Boletín Oficial, se prac-
ticó emplazamiento mediante publicación en todos los
tablones de anuncios dependientes de la Corporación
local, incluido el del centro donde presta servicios el
recurrente, así como en los de las distintas Secciones
Sindicales de los Sindicatos más representativos, y que
de la interposición de los recursos contencioso-adminis-
trativos se dio cuenta en el Pleno de la Diputación Pro-
vincial de 12 de mayo de 1995. Para acreditar su aserto
se acompañan copias de los emplazamientos practica-
dos en el recurso núm. 3604/94, a saber: «tablón de
anuncios Edificio La Caleta», «tablón de anuncios del
Palacio de Bibataubin», «tablón de anuncios del Palacio
Condes de Gabia», «tablón de anuncios del Centro de
Drogodependencias», «tablón de anuncios del Centro de
la Mujer», «tablón de anuncios de los Centros Sociales
de Armilla», «tablón de anuncios de la Residencia Rodrí-
guez Peñalva de Huéscar», «Sección Sindical USO», «Sec-
ción Sindical UGT», «Sección Sindical CCOO» y «Sección
Sindical CSIF». Asimismo se adjunta copia del acta
correspondiente a la sesión ordinaria de Pleno de 12
de mayo de 1995. A partir de estos datos, y aplicando
al caso la doctrina sentada en la STC 197/1997, se
concluye por la Diputación Provincial de Granada que
el recurrente debió conocer en forma extraprocesal la
existencia del recurso contencioso-administrativo núm.
3604/94, por lo que sólo a su falta de diligencia se
debería su no personación en el proceso.

d) Además, frente a lo sostenido por el recurrente,
la Diputación Provincial de Granada alega que los empla-
zamientos se practicaron correctamente conforme al art.
64 LJCA. Destaca aquí la Diputación que el escrito de
interposición del recurso núm. 3604/94 se dirigía, sin
más especificaciones, contra el Acuerdo del Pleno de
la Diputación Provincial de Granada de 15 de julio de
1994, por el que se procedió a la modificación del orga-
nigrama y a la aprobación del catálogo de puestos de
trabajo de la referida Corporación. Ante esta falta de
concreción en el escrito de interposición, no sería exi-
gible a la Administración provincial la identificación de
todos los posibles legitimados en el proceso contencioso,
con lo que el trámite de emplazamiento habría de enten-
derse correctamente cumplido con la publicación en el
Boletín Oficial de la Provincia y en los tablones de anun-
cios dependientes de la Corporación y de las Secciones
Sindicales.

e) Finalmente, sin perjuicio de negar reiteradamente
la existencia de indefensión, la Diputación Provincial de
Granada añade que, en todo caso, la Sentencia impug-
nada ya está ejecutada, por lo que su anulación sería
causante de inseguridad jurídica, de dos formas: primero,
porque supondría una grave desorganización en la Cor-
poración; y segundo, porque afectaría a un estado de
cosas protegido por la santidad de la cosa juzgada, así
como por el derecho de la otra parte a la ejecución
de la Sentencia. En apoyo de este argumento cita aquí
la Diputación Provincial de Granada las SSTC 97/1991
y 186/1991.
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12. El Ministerio Fiscal interesó el otorgamiento del
amparo solicitado mediante escrito que tuvo entrada en
este Tribunal el día 29 de septiembre de 1999. Sostiene
el Fiscal que el ahora demandante de amparo debió ser
emplazado directa y personalmente en el recurso con-
tencioso-administrativo núm. 3604/94, ya que era indu-
dable su interés en mantener el acto administrativo
impugnado, siendo por otra parte fácilmente identificable
el interesado. Al no haber sido emplazado y no existir
constancia en las actuaciones de que hubiese podido
tener conocimiento extraprocesal del referido recurso,
ha de concluirse que se ha dictado Sentencia inaudita
parte con resultado de indefensión material, por lo que
el amparo debe ser estimado.

13. Por providencia de 2 de julio de 2001, se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia
el siguiente día 5 del mismo mes y año, trámite que
ha finalizado en el día de la fecha.

II. Fundamentos jurídicos

1. Como se expone detalladamente en los antece-
dentes, el demandante de amparo alega en este proceso
constitucional la vulneración de su derecho a la tutela
judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE) como con-
secuencia de la falta de emplazamiento personal en el
recurso contencioso-administrativo núm. 3604/94,
seguido en la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía (con sede
en Granada) contra el Acuerdo del Pleno de la Diputación
Provincial de Granada de 15 de julio de 1994, por el
que se procedió a la modificación del organigrama y
a la aprobación del catálogo de puestos de trabajo de
la referida Corporación. El recurso contencioso-adminis-
trativo concluyó con Sentencia parcialmente estimatoria
de 27 de octubre de 1997, que es la recurrida en este
proceso de amparo. El recurrente extiende su impug-
nación al Acuerdo del Pleno de la Diputación Provincial
de Granada de 17 de abril de 1998 por el que, en eje-
cución de dicha Sentencia, se acordó el cese del deman-
dante en la plaza que venía ocupando y su adscripción
a otro puesto de nueva creación.

El Ministerio Fiscal interesa el otorgamiento del ampa-
ro, al entender que el recurrente ha sufrido la lesión
alegada en su derecho a la tutela judicial efectiva sin
indefensión (art. 24.1 CE), como consecuencia de no
haber sido emplazado personalmente en el referido
recurso contencioso-administrativo.

Por su parte, la Diputación Provincial de Granada se
opone al otorgamiento del amparo, alegando en primer
lugar la extemporaneidad de la demanda de amparo (art.
44.2 LOTC), porque ha sido presentada con fecha 17
de julio de 1998 y el recurrente tenía conocimiento de
la Sentencia y el Acuerdo de ejecución de la misma
aquí impugnados desde el 17 de junio de 1998, fecha
de publicación del Acuerdo en el Boletín Oficial de la
Provincia. Además alega la concurrencia de la causa de
inadmisibilidad del art. 44.1 a) LOTC, porque el recurren-
te ha impugnado el Acuerdo referido en vía contencio-
so-administrativa. En cuanto al fondo del asunto sostiene
la Diputación Provincial que la falta de identificación en
el recurso contencioso-administrativo núm. 3604/94 de
los posibles interesados impedía el emplazamiento per-
sonal. Y en todo caso niega la Diputación Provincial de
Granada que el recurrente en amparo haya sufrido inde-
fensión material alguna el recurrente en amparo, al con-
siderar que éste ha tenido conocimiento extraprocesal
del referido proceso contencioso, por lo que sólo a su
propia negligencia era imputable la falta de personación.

2. Con carácter previo al examen de la pretensión
deducida en amparo hemos de resolver las alegaciones

de inadmisibilidad formuladas por la Diputación Provin-
cial de Granada. En primer lugar, como ha quedado
expuesto, se alega la supuesta extemporaneidad de la
demanda de amparo, fundada en la presunción de que
el recurrente ha tenido conocimiento de la Sentencia
y el Acuerdo de ejecución de ésta por la publicación
de dicho Acuerdo en el Boletín Oficial de la Provincia
de 17 de junio de 1998, ya que formuló reclamación
dentro del plazo de quince días señalado en dicha publi-
cación, esto es, el 3 de julio de 1998, que es el mismo
día en el que afirma en su demanda de amparo haber
tenido noticia verbal de la existencia de la Sentencia
y el Acuerdo impugnados. Sin embargo, hay que tener
en cuenta que del hecho de presentar la reclamación
referida en el penúltimo día de plazo no se infiere nece-
sariamente que el recurrente tuviese conocimiento de
las resoluciones impugnadas desde la fecha de la publi-
cación, sino que pudo conocer la existencia de la misma
y por ende de las resoluciones impugnadas el día que
afirma en la demanda de amparo, en cuyo caso ésta
estaría presentada dentro del plazo de veinte días que
establece el art. 44.2 LOTC. Por ello, esta alegación de
inadmisibilidad debe ser rechazada.

Por lo que se refiere a la falta de agotamiento de
los recursos utilizables dentro de la vía judicial [art. 44.1 a)
LOTC], ha de precisarse que la demanda de amparo se
dirige, de manera principal, contra la Sentencia dictada
el 27 de octubre de 1997 por la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía (sede de Granada) en el recurso contencio-
so-administrativo núm. 36094/97, extendiéndose el
recurso al Acuerdo del Pleno de la Diputación Provincial
de Granada de 17 de abril de 1998 por el que —en
ejecución de dicha Sentencia— se acordó el cese del
demandante en la plaza que venía ocupando y su ads-
cripción a otro puesto de nueva creación. En consecuen-
cia, la impugnación ante la jurisdicción contencioso-ad-
ministrativa de dicho Acuerdo por el recurrente en ampa-
ro, determinaría, exclusivamente, la inadmisibilidad del
recurso de amparo en cuanto al referido Acuerdo, dado
que el mismo se halla impugnado en vía judicial, lo que
convierte a este amparo en prematuro respecto del mis-
mo. Por el contrario, respecto de la Sentencia la falta
de agotamiento de los recursos utilizables dentro de la
vía judicial debe ser descartada, ya que el único remedio
frente a la indefensión alegada por el recurrente es el
recurso de amparo, dada la improcedencia del incidente
de nulidad de actuaciones en el caso presente, como
pone de manifiesto el Ministerio Fiscal, por cuanto, a
tenor de lo dispuesto en la Disposición transitoria primera
de la Ley Orgánica 5/1997, de 4 de diciembre (publicada
en el Boletín Oficial del Estado de 5 de diciembre y que
entró en vigor al día siguiente), el citado incidente sólo
resulta de aplicación «a los procesos que hubiesen fina-
lizado por resolución o sentencia irrecurrible dentro del
mes anterior a la promulgación de la presente Ley», cir-
cunstancia que no concurría en el supuesto enjuiciado,
puesto que la Sentencia impugnada era de 27 de octubre
de 1997, fecha excluida, por tanto, del término de un
mes previsto en el indicado régimen transitorio. Así lo
afirmamos precisamente en el Auto de la Sección Primera
de este Tribunal 160/1999, de 14 de junio, por el que
fue admitida a trámite la demanda de amparo, como
queda expuesto en el relato de antecedentes.

3. Entrando, pues, en el examen sobre el fondo de
la queja del recurrente, en relación con la Sentencia
impugnada, hemos de señalar que, en realidad, la reso-
lución del presente recurso de amparo debe ajustarse
a lo ya decidido por este Tribunal en la reciente STC
300/2000, de 11 de diciembre, dictada por la Sala
Segunda en otro asunto muy similar al que nos ocupa.
Como hemos afirmado en la misma (FJ 2), «Este Tribunal
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ha ido acuñando, desde la STC 9/1981, de 31 de marzo,
una doctrina detallada en relación con la falta de empla-
zamiento personal a terceras personas interesadas en
el objeto del proceso contencioso-administrativo. Esta
doctrina se encuentra expuesta de forma sistemática
en la STC 152/1999, de 14 de septiembre, FJ 4, siendo
reiterada, entre otras, en la muy reciente STC 228/2000,
de 2 de octubre, FJ 2. Con carácter general, los requisitos
que venimos exigiendo para el otorgamiento del amparo
son:

a) Que el demandante de amparo fuera titular de
un derecho o de un interés legítimo y propio susceptible
de afección en el proceso contencioso-administrativo en
cuestión, lo que determina su condición material de
demandado o coadyuvante en aquel proceso. La situa-
ción de interés legítimo resulta identificable con cual-
quier ventaja o utilidad jurídica derivada de la reparación
pretendida (SSTC 97/1991, de 9 de mayo, FJ 2, y
264/1994, de 3 de octubre, FJ 3).

b) Que el demandante de amparo fuera identificable
por el órgano jurisdiccional. El cumplimiento de este
requisito depende esencialmente de la información con-
tenida en el escrito de interposición del recurso, en el
expediente administrativo o en la demanda (SSTC
325/1993, de 8 de noviembre, FJ 3; 229/1997, de
16 de diciembre, FJ 2; 113/1998, de 1 de junio, FJ 3,
y 122/1998, de 15 de junio, FJ 3).

c) Por último, que se haya producido al recurrente
una situación de indefensión real y efectiva. No hay inde-
fensión real y efectiva cuando el interesado tiene cono-
cimiento extraprocesal del asunto y, por su propia falta
de diligencia, no se persona en la causa. A la conclusión
del conocimiento extraprocesal de un proceso se debe
llegar mediante una prueba suficiente (SSTC 117/1983,
de 12 de diciembre, FJ 3; 74/1984, de 27 de junio,
FJ 2; 97/1991, de 9 de mayo, FJ 4; 264/1994, de
3 de octubre, FJ 5, y 229/1997, de 12 de diciembre,
FJ 3), lo que no excluye las reglas del criterio humano
que rigen la prueba de presunciones (SSTC 151/1988,
de 13 de julio, FJ 4; 197/1997, de 10 de noviembre,
FJ 6; 26/1999, de 8 de marzo, FJ 5, y 72/1999, de
26 de abril, FJ 3), siendo la presunción de conocimiento
especialmente intensa en relación con los funcionarios
cuya Administración es parte demandada (SSTC
45/1985, de 26 de marzo, FJ 3, y 197/1997, de 10
de noviembre, FJ 6)».

4. Aplicando los anteriores criterios de constitucio-
nalidad al caso hoy enjuiciado resulta lo siguiente:

En primer lugar, no cabe dudar de la condición mate-
rial de parte del recurrente. Ya dijimos que hay deber
de emplazamiento personal a quienes, como consecuen-
cia de la impugnación, pueden perder las plazas ya obte-
nidas (SSTC 122/1998, de 15 de junio, FJ 4). Esta era
sin duda la situación del demandante de amparo en rela-
ción con el proceso contencioso-administrativo núm.
3604/94, seguido ante la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Anda-
lucía (sede de Granada). En dicho proceso se había
impugnado el Acuerdo del Pleno de la Diputación Pro-
vincial de Granada de 15 de julio de 1994, por el que
se procedió a la modificación del organigrama y a la
aprobación del catálogo de puestos de trabajo de la refe-
rida Corporación, y entre los puestos afectados por la
impugnación, según se precisó al formalizar la demanda
en el referido recurso núm. 3604/94, se hallaban los
dos puestos de trabajo de Oficial Letrado del Servicio
Provincial de Asistencia a Municipios de la Diputación
Provincial de Granada, en régimen laboral, uno de los
cuales venía ocupando el ahora demandante de amparo.

En segundo lugar, en el presente caso la Sala de
lo Contencioso-Administrativo tuvo conocimiento preci-

so de los posibles codemandados o coadyuvantes, cuan-
do menos a partir de la información suministrada por
la demanda del actor en el recurso núm. 3604/94, como
ha quedado expuesto. Por otra parte, el hecho de que
la impugnación afectase a una parte importante del per-
sonal al servicio de la Diputación Provincial, nada dice
contra la identificación de los posibles interesados.

Sin embargo, al igual que declaramos en la citada
STC 300/2000 (FJ 3) no concurre en el presente caso
una situación de indefensión real y efectiva contraria
al art. 24.1 CE, pues ninguna dificultad hay en inferir
que el recurrente tuvo conocimiento extraprocesal de
la existencia del recurso contencioso-administrativo
núm. 3604/94, seguido ante la Sala de lo Contencio-
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Andalucía (sede de Granada), y sólo a su voluntad se
debió la falta de personación en el mismo. En las SSTC
113/1998, de 1 de junio, FJ 4, y 152/1999, de 14
de septiembre, FJ 5, consideramos que era razonable
inferir el conocimiento extraprocesal de un recurso con-
tencioso-administrativo por parte de aquellos empleados
públicos que habían accedido a sus puestos de trabajo
conforme a una resolución —la impugnada— que afec-
taba a una parte importante de un grupo homogéneo
de empleados públicos interesados. En el presente caso,
el Acuerdo del Pleno de la Diputación Provincial de Gra-
nada de 15 de julio de 1994, por el que se procedió
a la modificación del organigrama y a la aprobación del
catálogo de puestos de trabajo de la referida Corpora-
ción, afectaba a una parte importante del personal al
servicio de esta Administración local (STC 300/2000,
FJ 3). Consta también en las actuaciones y en la docu-
mentación remitida por la Diputación Provincial de Gra-
nada con su escrito de alegaciones que, junto a la publi-
cación edictal en el Boletín Oficial de la Provincia (de
18 de mayo de 1995), se ordenó por la Diputación Pro-
vincial de Granada dar publicidad a la resolución de admi-
sión del recurso núm. 3604/94 en los tablones de anun-
cios de todos los centros de trabajo dependientes de
la Diputación Provincial, a saber: tablón de anuncios del
edificio «La Caleta», del «Palacio de Bibataubin», del «Pa-
lacio de los Condes de Gabia», del «Centro de Drogo-
dependencias», del «Centro de la Mujer», de los «Centros
Sociales de Armilla» y de la «Residencia Rodríguez Peñal-
va de Huéscar»; consta además la remisión de copias
del requerimiento judicial de emplazamiento a las Sec-
ciones Sindicales de USO, CC OO, UGT y CSIF, para
su publicación en sus respectivos tablones de anuncios.
De entre los enumerados hay que destacar el tablón
de anuncios del centro administrativo de la Diputación
en el edificio de «La Caleta», que es precisamente donde
tenía su sede el puesto de trabajo ocupado por el deman-
dante de amparo.

A partir de todo lo expuesto, como en el caso resuelto
en la STC 300/2000, se llega con claridad a la con-
clusión de que el demandante de amparo conoció extra-
procesalmente la existencia del recurso contencioso-ad-
ministrativo núm. 3604/94, que se tramitaba ante la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía (sede de Granada). En con-
secuencia, sólo a su falta de diligencia es imputable el
no haber sido parte en aquél proceso a fin de poder
defender en el mismo sus derechos e intereses. Siendo
esto así, no se aprecia vulneración del derecho a la tutela
judicial sin indefensión (art. 24.1 CE).

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,
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Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cinco de julio de dos mil uno.—Pe-
dro Cruz Villalón.—Manuel Jiménez de Parga y Cabre-
ra.—Pablo García Manzano.—Pablo Cachón Villar.—Fer-
nando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Fir-
mado y rubricado.

14547 Sala Primera. Sentencia 162/2001, de 5 de
julio de 2001. Recurso de amparo 2151/99.
Promovido por don Antonio Gallego de Cha-
ves Escudero en relación con la Sentencia de
la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo que
desestimó su recurso de casación sobre el
precio a pagar por el arrendatario de una finca
rústica para adquirir su propiedad.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (Sentencia fundada en Derecho): Sen-
tencia de casación civil distinta a las dictadas
antes al resolver recursos idénticos en un mis-
mo asunto litigioso, no justificada (STC
150/2001).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente, don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2151/99, interpuesto
por don Antonio Gallego de Chaves Escudero, represen-
tado por el Procurador de los Tribunales don José Manuel
Villasante García y asistido por el Letrado don Alfonso
Fraile González, contra la Sentencia de 27 de abril de
1999, de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, dictada
en autos del recurso de casación civil núm. 2648/94.
Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido parte don
Alejandro Llorente Fuentes, representado por el Procu-
rador de los Tribunales don Julián del Olmo Pastor y
asistido por el Letrado don Adolfo Álvarez Martínez. Ha
sido Ponente el Presidente don Pedro Cruz Villalón, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 21 de
mayo de 1999, don José María Villasante García, Pro-
curador de los Tribunales, en nombre y representación
de don Antonio Gallego de Chaves Escudero, interpone
recurso de amparo contra la Sentencia de 27 de abril
de 1999 de la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo,
que declaró no haber lugar al recurso de casación núm.
2648/94.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda
de amparo relevantes para la decisión del caso son, en
síntesis, los siguientes:

a) El recurrente, en su condición de propieta-
rio-arrendador de diversas fincas rústicas, fue deman-

dado en once juicios de cognición por los respectivos
locatarios ejercitando el derecho de acceso a la pro-
piedad que la legislación de arrendamientos rústicos con-
cede al arrendatario. En todos estos juicios, los Juzgados
de Primera Instancia de Segovia que conocieron de cada
procedimiento dictaron las correspondientes Sentencias,
posteriormente confirmadas por la Audiencia Provincial
de Segovia, en las que, en síntesis, se estimaron las
demandas interpuestas por los respectivos arrendatarios,
declarando su derecho de acceso a la propiedad de las
fincas arrendadas mediante el pago del precio que se
determine por las Juntas Arbitrales de Arrendamientos
Rústicos (o las correspondientes Juntas Provinciales de
la Comunidad Autónoma, caso de estar constituidas),
fijándose el precio de la transmisión con arreglo a lo
dispuesto en el art. 2.2 de la Ley 1/1992, de 10 de
febrero, es decir, conforme a la media aritmética entre
la valoración catastral de las fincas litigiosas y el valor
en venta de fincas análogas.

b) Contra las Sentencias de apelación recaídas en
los referidos procesos, don Antonio Gallego de Chaves
Escudero interpuso los oportunos recursos de casación
con fundamento, entre otros motivos, en la infracción
del art. 2.3 CC, argumentando que como las demandas
rectoras de los diferentes juicios de cognición se habían
interpuesto en una fecha anterior a la entrada en vigor
de la Ley 1/1992, de 10 de febrero (que tuvo lugar
el día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado»,
efectuada el 11 de febrero de 1992), la aplicación de
esta ley para fijar el precio de la transmisión forzosa
de las fincas rústicas a favor de los arrendatarios deman-
dantes suponía una aplicación retroactiva de dicha ley
contraria al mandato contenido en el art. 2.3 CC.

c) La Sala de lo Civil del Tribunal Supremo resolvió
los referidos recursos en las Sentencias de 1 de octubre
de 1997 (recurso núm. 2834/93), de 4 de octubre
de 1997 (recurso núm. 2838/93), de 4 de noviembre
de 1997 (recurso núm. 2835/93), de 24 de octubre
de 1997 (recurso núm. 2833/93), de 30 de octubre
de 1997 (recurso núm. 2839/93), de 3 de noviembre
de 1997 (recurso núm. 2836/93), de 8 de noviembre
de 1997 (recurso núm. 2837/93), de 12 de febrero
de 1999 (recurso núm. 2649/94), de 7 de octubre
de 1999 (recurso núm. 388/95) y 19 de octubre
de 1999 (recurso núm. 389/95), estimando el motivo
en el que se denunciaba la infracción del art. 2.3 CC,
declarando haber lugar a la casación de las Sentencias
recurridas al considerar que no cabía la aplicación
retroactiva de la Ley 1/1992, de 10 de febrero (art.
2.2), debiéndose estar para la determinación del precio
de las fincas litigiosas a la legislación vigente al tiempo
de inicio de los procesos (arts. 98 de la Ley 83/1980,
de Arrendamientos Rústicos, y 39 y 43 de la Ley de
Expropiación Forzosa de 16 de diciembre de 1954).

d) Sin embargo, en la Sentencia de 27 de abril de
1999 (recurso núm. 2648/94) que ahora se impugna,
pese a que concurrió el mismo supuesto de hecho que
el decidido en las Sentencias que se dejan mencionadas,
siendo incluso el recurrente la misma persona, desestimó
el motivo en el que se denunciaba la infracción del art.
2.3 CC con la siguiente fundamentación jurídica:

«No se ha producido retroactividad de ninguna ley,
en el presente caso: la Ley de Arrendamientos Rústicos
establece un derecho, el de acceso a la propiedad, con
unos presupuestos y mediante el pago del justiprecio;
la forma de fijar éste, el sistema o el procedimiento,
han cambiado tres veces en un corto período de tiempo
y en cada momento se debe seguir la forma, el sistema
o el procedimiento vigente en el mismo, no uno dero-
gado, lo cual no significa retroactividad y eso es lo que
han dispuesto, correctamente, las sentencias de instan-
cia. Por lo que este motivo decae también.»


